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1. INTRODUCCIÓN

En las últimas décadas se ha producido un continuo crecimiento del uso 
de tarjetas bancadas como medio de pago. En España, por ejemplo, el 
número de tarjetas en circulación se ha visto incrementado de 16 millones 
en el año 2000 a más de 43 millones de tarjetas en el año 2007, debido prin­
cipalmente a que la lista de ventajas del uso de la tarjeta bancada frente a 
otros medios de pago es amplia. Los consumidores se ven beneficiados por 
la seguridad y ahorro en tiempo que supone no tener que disponer conti­
nuamente de efectivo, así como la liquidez inmediata de que les dota las tar­
jetas bancadas y, en particular, las tarjetas de crédito, mientras que los 
comerciantes se benefician de esto y de otras ventajas como, por ejemplo, 
la seguridad que les reporta no disponer de dinero en efectivo en su nego­
cio o el ahorro de tiempo que supone las hojas de liquidación que les pro­
veen sus entidades financieras y la simplificación del recuento de caja o no 
tener que ir al banco a ingresar o disponer de dinero en efectivo.

Sin embargo, los comerciantes critican el abuso de los sistemas de 
medios de pago al cobrar un porcentaje del valor de la compra en forma de 
comisión por cada operación que se realiza con tarjeta bancada, en lo que 
se ha venido a considerar una nueva forma de señoreaje de que disponen las 
entidades financieras con la proliferación de este medio de pago. Por ello, 
en numerosos países se han denunciado frente a las autoridades de compe­
tencia el carácter anticompetitivo de los sistemas de medio de pago. En par­
ticular, aquellos denominados de «cuatro patas» o cuatripartitos por dispo­
ner de un sistema de incentivos que fomenta, en mayor medida que otros 
sistemas, la proliferación de la emisión de tarjetas bancarias.

* El autor es el único responsable de las opiniones vertidas en este artículo que, en ningún caso, 
reflejan la posición institucional de la Comisión Nacional de Competencia.
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En este trabajo se va a hacer una exposición del planteamiento de las auto­
ridades de competencia en Europa frente a los sistemas de medios de pago. 
Para ello, se comenzará con un breve análisis económico de los sistemas de 
medios de pago y, en particular, con los denominados sistemas cuatripartitos, 
que han sido los que han tenido mayor proliferación en los últimos años y, en 
consecuencia, los que han sido objeto de mayor número de denuncias por par­
te de las patronales que agrupan a comerciantes. Posteriormente, la mayor 
parte del artículo se dedica a exponer el enfoque de la Comisión Europea fren­
te a los sistemas de medios de pago haciendo referencia a dos casos recientes, 
VISA y MasterCard. Por último, se hará una breve referencia a la actuación 
de dos autoridades nacionales europeas, Reino Unido y España.

2. EL FUNCIONAMIENTO DE LOS SISTEMAS DE PAGO

Los sistemas de medios de pago se podrían definir como la estructura que 
permite realizar una transacción con una tarjeta bancaria, ya sea ésta de débi­
to o de crédito. Es decir, el sistema que facilita el pago de una compra cuan­
do así lo autoriza el comprador al utilizar su taijeta, adeudándose en su cuen­
ta el importe de la compra al ser ésta autorizada y abonándose en la cuenta del 
vendedor. Desde el punto de vista de la teoría económica, los sistemas de 
medios de pago se caracterizan por ser un mercado bilateral o de dos lados, 
en el que existen dos grupos de usuarios o demandantes de un medio de pago 
que utilizan una plataforma para llevar a cabo transacciones entre sí. Además 
de los sistemas de medio de pago, existen numerosos ejemplos de mercados 
bilaterales como, por ejemplo, el mercado de los videojuegos, donde los ofe­
rentes son los diseñadores de videojuegos que los adaptan a una plataforma, 
en este caso las videoconsolas, para que los consumidores puedan hacer uso 
de ellos; o la publicidad en los periódicos, donde estos últimos sirven de pla­
taforma para que los anunciantes accedan a los lectores.

El análisis económico de los mercados bilaterales muestra que éstos 
difieren del análisis tradicional del monopolio multiproducto. La interac­
ción entre los usuarios de los dos lados de la plataforma da lugar a fuertes 
complementariedades o extemalidades positivas, pero, al contrario que en 
el monopolio multiproducto, las correspondientes extemalidades no son 
internalizadas por los usuarios finales. Por ello, el enfoque habitual en la 
literatura económica a la hora de abordar estos mercados es integrar el aná­
lisis económico de los mercados de redes, que enfatiza la existencia de 
extemalidades, con el análisis del monopolio multiproducto, que hace hin­
capié en la importancia de las elasticidades cruzadas entre las demandas de 
los usuarios de distintos lados de la plataforma para determinar el precio 
que maximiza el beneficio.

La característica fundamental de los sistemas de medios de pago es que 
en cada transacción interactúan dos usuarios: el tenedor de la tarjeta de 
pago y el comerciante. La plataforma se erige como proveedor de servicios 
de conexión entre ambos ususarios.
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Plataforma

ComercianteConsumidor

Fuente: Elaboración propia.

Se suelen distinguir dos tipos de externalidades en estos sistemas. En 
primer lugar, los tenedores de las tarjetas de pago se benefician del uso de 
su tarjeta si ésta es aceptada por un elevado número de comerciantes y, a su 
vez, los comerciantes se benefician sólo si la tarjeta es utilizada por un ele­
vado número de consumidores. Esta extemalidad, que hace referencia a la 
participación o no de los usuarios finales del sistema de medios de pago se 
denomina membership externality o extemalidad por participación: cada 
consumidor que obtiene una tarjeta de pago y cada comercio que las acep­
ta aumenta el valor del sistema para todos y cada uno de los titulares y 
comercios. Por otra parte, el beneficio será mayor cuanto mayor sea la fre­
cuencia con que se hace uso de la tarjeta de pago, lo que se conoce usage 
externality, o extemalidad por uso. En este contexto, en donde ambos usua­
rios disfrutan de externalidades positivas cuanto más uso y más gente par­
ticipa del sistema de medios de pago, uno de los aspectos cruciales para que 
una plataforma tenga éxito como negocio es la definición de un esquema de 
precios que maximice la utilización de las tarjetas de pago.

Los sistemas de medios de pago pueden operar con diferentes estructu­
ras de negocio. Las plataformas donde el acceso a la red es explotado por 
el propietario de la misma (AMEX) se denominan sistemas tripartitos o 
esquemas de tres «patas», porque en él interactúan tres agentes: tenedores 
de tarjetas de pago, comerciantes y el sistema de medios de pago. En segun­
do lugar, las plataformas de acceso libre a la red (VISA y MasterCard) don­
de las entidades financieras adquieren licencias para utilizar la red bien 
como banco emisor de tarjetas para los consumidores, bien como banco 
adquirente, es decir, como banco que provee al comerciante de la infraes­
tructura necesaria para realizar transacciones con tarjeta de pago. Este sis­
tema se denomina sistema cuatripartito o esquema de «cuatro patas».

A . A n á l i s i s  e c o n ó m i c o  d e  l o s  s i s t e m a s  c u a t r ip a r t it o s

Los sistemas de cuatro «patas», o cuatripartitos, surgen a mediados de 
los sesenta y actualmente son los más extendidos. En ellos hay una plurali­
dad de bancos emisores y adquirentes que se relacionan con los tenedores 
de las tarjetas de pago y los comerciantes, respectivamente. Para que el sis-
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tema funcione son necesarias tanto la existencia de una plataforma que dé 
soporte al intercambio de datos, como una negociación entre las entidades 
financieras que determine las condiciones de ese intercambio y permita que 
se realicen las transacciones. La existencia de elevados costes de transac­
ción en las negociaciones multilaterales da lugar al establecimiento de un 
acuerdo multilateral que permita la utilización, en el mismo sistema, de 
todas las tarjetas emitidas. El operador del sistema se erige entonces como 
el agente que facilita el intercambio entre entidades y se encarga de la ges­
tión de las autorizaciones de pago y los procesos de liquidación y compen­
sación que se generan. La siguiente figura ilustra el esquema de funciona­
miento del sistema cuatripartito:

p - a ‘ p - a

p + p ‘

Compra del producto a un precio p
Consumidor

Plataforma

Comerciante

Banco emisor Banco adquirente

Fuente: R o c h e t , J. C. y T ir ó l e , J.: «A primer on payment cards», Documento realizado para la 
Autoridad de competencia portuguesa, julio 2005.

Cuando un individuo realiza una compra pagando con una tarjeta ban­
cada se adeuda un montante igual p  + p B en su cuenta del banco emisor, 
donde p  representa el precio de producto que adquiere y p B representa la 
tasa que paga a su banco '. El banco emisor transfiere p  -  aB al sistema de 
pagos, donde aB representa la tasa de intercambio que cobra el banco emi­
sor por transacción. Por último, el banco adquiriente ingresa p \  que repre­
senta la tasa de descuento que aplica el banco adquiriente al valor de cada 
transacción, de modo que el comerciante percibe p  - p s por la transacción. 
Se ha supuesto que el sistema de pagos no es retribuido por transacción, es 
decir, que el objeto del sistema de pagos no es el lucro, tal como, poniendo 
un ejemplo, funcionó MasterCard hasta 2003. Es obvio que la tasa de des­
cuento tiene que ser mayor que la tasa de intercambio para que el banco

1 En la práctica, p B es habitualmente 0, o incluso tiene un valor negativo, en el caso de que el con­
sumidor acumule descuentos por comprar en determinados establecimientos o participe en programas 
de puntos. Asimismo, p° suele expresarse en una tasa anual independiente del número de transacciones.
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adquirente obtenga alguna ganancia por las transacciones que se realizan a 
través de sus terminales de punto de venta:

ps > aB
Si el operador del sistema de medios de pago tiene fines de lucro, enton­

ces habría que añadir su respectiva tasa a la tasa de intercambio que cobra 
el banco emisor al banco adquiriente.

El desarrollo del modelo sería el siguiente:

— Los propietarios de la plataforma establecen la tasa de descuento e 
intercambio, ps y aB (y una tasa as si la plataforma busca obtener 
beneficios).

— Los bancos compiten por proveer el servicio a consumidores y 
comerciantes. Bajo el supuesto de que todos los bancos aplican las 
mismas tasas, p B en el caso de los bancos emisores y ps en el caso 
de los bancos adquirentes, las tasas se pueden expresar como fun­
ciones crecientes de los costes netos de cada uno de los lados del 
mercado:

pB = f B(cB _  aRf  p s = f s(cs + aB),

donde c 'y e 5 son los costes unitarios en los que incurren respecti­
vamente emisores y adquirentes al procesar el pago con tarjeta ban- 
caria. Si existe competencia perfecta en ambos lados del mercado, 
entonces pB = cB -  aB y ps -  + aB, y si los márgenes de beneficios
son constantes entonces pB = cB -  aB + tzb, ps = cs + aB + ka.

— Los comerciantes compiten por atraer consumidores determinando 
los precios de sus productos y decidiendo si aceptan o no los pagos 
mediante tarjeta bancaria.

— Por último, los consumidores observan los precios de venta y qué 
tarjetas bancarias son aceptadas por los comerciantes. Ellos deciden 
dónde comprar y qué medio de pago utilizar.

El éxito del modelo depende de la capacidad de la plataforma para esta­
blecer un sistema de precios que fomente la pertenencia y la utilización del 
sistema de pagos por los usuarios de ambos lados, consumidores y comer­
ciantes, a la vez que permite a los bancos emisores y adquirentes obtener 
beneficios. Los precios que se cobran a cada uno de los usuarios del siste­
ma son una función de sus elasticidades de demanda, al igual que sucede en 
industrias de características semejantes 2, cabiendo destacar que en los 
modelos de mercado de dos lados la existencia de externalidades positivas 
entre las dos categorías de usuarios puede llegar a producir situaciones en 
donde un lado del mercado queda libre del pago del servicio prestado3. La

2 En el sector del transporte aéreo, es usual establecer unos precios bajos para los usuarios con 
una demanda más elástica (estudiantes, jubilados...), mientras que se aplican los precios más eleva­
dos a los usuarios con demanda más inelástica (hombre de negocio...).

3 Un ejemplo sería la política de precios de Adobe o de otros programas de software. Adobe Inc., 
vende Acrobat Exchange, el software necesario para convertir cualquier formato de archivo electro-
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tasa de intercambio surje como el sistema mediante el cual se compensan 
los precios de las demandas de los dos lados para maximizar el beneficio. 
En este sentido, cabe remarcar que cargar precios distintos a usuarios dis­
tintos es la forma eficiente de cubrir el coste común a la vez que se presta 
un servicio a un elevado número de usuarios. Dicho de otra forma: los eco­
nomistas no se preocupan de la estructura existente de los precios, sino del 
nivel existente de los precios.

En el caso de los sistemas de medios de pago cuatripartitos, la platafor­
ma influye en el esquema de precios final al determinar las tasas de inter­
cambio, es decir, la tasa que tienen que pagar los bancos adquirentes a los 
emisores por transacción realizada. Los precios finales que se cobran a los 
usuarios no son fijados por la plataforma sino que son resultado de la com­
petencia existente entre emisores y adquirentes teniendo como coste estruc­
tural la tasa de intercambio, tal como se ha visto en el modelo. El precio que 
se cobra a los comerciantes, que se ha denominado tasa de descuento, tie­
ne como suelo la tasa de intercambio para que los bancos adquirentes 
cubran al menos los costes. Es por ello por lo que, en las últimas décadas, 
las patronales de comerciantes han denunciado ante las autoridades de com­
petencia los acuerdos que alcanzan las entidades financieras sobre las tasas 
de intercambio a aplicar en un determinado sistema de pagos. Esta posición 
tiene lógica si se tiene en cuenta que la reducción o desaparición de estas 
tasas de intercambio tendría reflejo en los descuentos que aplicasen los 
comerciantes a los consumidores.

Sin embargo, la acción pública no tiene que defender los intereses de 
comerciantes sino el interés público y, por ello, tiene que estar fundamen­
tada en un análisis riguroso de los fallos de mercado. Por ejemplo, se pue­
de suponer que si existiese un lobby de consumidores de sistemas de 
medios de pago, éste tendría interés en presionar a las autoridades públicas 
para que se incrementasen las tasas de intercambio y así, manteniendo 
constante el nivel de precios, poder aumentar los beneficios que obtienen 
los tenedores de tarjetas de pago. La existencia de esta divergencia de inte­
reses entre comerciantes y consumidores obliga a la autoridad en materia de 
derecho de la competencia a realizar un análisis riguroso.

En este sentido, cabe preguntarse si las tasas de intercambio elegidas 
por las plataformas están establecidas en el nivel socialmente óptimo. 
Autores como R o c h e t  y  T i r ó l e 4 o  W r i g h t 5 muestran que, a pesar de que

nico en formato PDF. El valor económico de este software proviene, en gran parte, del hecho de que 
cualquier lector puede descargar de forma gratuita el software necesario para íeer archivos PDF en la 
página web de Adobe. Esta estructura de precios es resultado de la elevada elasticidad de demanda de 
los lectores de archivos que no están dispuestos a pagar por el software necesario para leer archivos.

4 J. C. R o c h e t  y J. T ir ó l e  (2002), «Cooperation among Competitors: Some Economics of 
Payment Card Associations», Rand Journal o f  Economics, 33 (4), pp. 1 -22, y J. C. R o c h e t  y J. T ir ó l e  
(2003), «Platform Competition in Two-Sided Markets», Journal o f  European Economic Association, 
1 (4), pp. 990-1029.

5 J. W r ig h t  (2001), «The Determinants o f Optimal Interchange Fees in Payment Systems», 
Department o f  Economics Working Paper, núm. 220, University o f Auckland.
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las tasas de intercambio óptimas desde un punto de vista privado de las pla­
taformas y desde el punto de vista social dependen de los mismos factores 
(costes y márgenes de los emisores y adquirentes, elasticidades de demanda 
de consumidores y comerciantes), en general no son iguales. No obstante, al 
nivel actual de conocimiento no existen resultados concluyentes que afirmen 
que las tasas de intercambio elegidas por las plataformas se desvíen de la 
tasa óptima social. Esto es debido a tres razones fundamentales:

1. Externalidades de red: Incluso un monopolista emisor no tendría 
interés alguno en imponer una tasa muy elevada ya que incrementa­
ría la resistencia de los comerciantes a aceptar la tarjeta bancaria y, 
en consecuencia, los consumidores utilizarían otros medios de pago. 
Igualmente, a un monopolista adquiriente no le resultaría interesan­
te reducir en demasía la tasa de intercambio, dado que esto tendría 
que ser compensado con un aumento del precio aplicado a los con­
sumidores y esto reduciría el uso de la tarjeta. Las externalidades 
entre usuarios de lado distinto restringen la acción del sistema.

2. Competencia intrasistema: La competencia entre bancos emisores 
por adquirir clientes que utilicen tarjetas bancarias produce que las 
ganancias que obtienen los emisores sean trasladadas en parte a los 
consumidores. Cuanta mayor sea esta competencia, menor será la 
ganancia que retiene el emisor. Teniendo en cuenta la escasa capa­
cidad de retener las ganancias producidas por una mayor tasa de 
intercambio y la resistencia que puede generar en los comerciantes 
a la hora de aceptar tarjetas, la competencia entre bancos emisores 
sería una segunda restricción en la elección de las tasas de inter­
cambio.

3. Competencia intersistema: Si existen varios sistemas de pago y los 
consumidores pueden disponer de tarjetas bancarias de varios sis­
temas, los comerciantes tendrán capacidad de rechazar aquellas 
que cobren una mayor tasa de intercambio, restringiendo la deter­
minación de las tasas.

Por lo tanto, la tasa de intercambio determinada de manera privada por 
las entidades financieras que participan en la plataforma no tiene por qué 
ser mayor, igual o menor que la tasa de intercambio socialmente óptima. 
Esto dependerá de cómo se especifique el modelo en particular.

B. R e g u l a c ió n  d e  l a s  t a s a s  d e  i n t e r c a m b io

Aunque sea cierto que a pesar de que una asociación de bancos emiso­
res y adquirentes tenga entre sus objetivos atraer al mayor número de usua­
rios de ambos lados, esto no significa que se vayan a establecer las tasas de 
intercambio socialmente óptimas; también es cierto que este fenómeno no 
es particular de los sistemas de medios de pago: prácticamente ninguna 
industria genera decisiones sociales óptimas. No hay razón alguna que per­
mita creer que las compañías aéreas escogen el conjunto de rutas, frecuen­
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cias de vuelos y precios socialmente óptimos, que los propietarios de dere­
chos de propiedad maximizan el bienestar social o que las empresas bio- 
tecnológicas maximizan los recursos destinados a investigación y desarro­
llo socialmente óptimos.

Es por ello que, a pesar de que aunque haya abundante evidencia que 
demuestra que los sistemas cuatripartitos no maximizan el bienestar social, 
no exista consenso respecto a si es necesaria o no la regulación de las tasas 
de intercambio. Puede ocurrir que aunque se haya identificado claramente 
la existencia de un fallo de mercado, el remedio sea peor que la enferme­
dad. En este sentido, y como se ve más adelante, un remedio aplicado en 
varias jurisprudencias es la regulación de las tasas de intercambio en base 
a costes. Muchos economistas consideran que esta forma de regulación 
malinterpreta la literatura existente respecto a los mercados de dos lados e 
impone distorsiones al funcionamiento del mercado. Esto se debe a que la 
regulación en base a costes se basa implícitamente a la existencia de una 
estructura vertical en donde los bancos emisores prestan un servicio de 
intermediación a los bancos adquirentes, los cuales a su vez proveen un ser­
vicio a los comerciantes. Esta visión es errónea porque ignora el rol com­
plementario que tienen los tenedores de tarjetas de pago y los comercian­
tes, y la consecuente necesidad de equilibrar las demandas de dos tipos 
distintos de usuarios. La tasa de intercambio no sólo afecta al coste margi­
nal de los comerciantes, sino también al número de consumidores que 
pagan con tarjeta y la frecuencia del uso de la misma.

Los defensores de una regulación de las tasas de intercambio deben 
construir un paradigma teórico sobre el que haya consenso y que demues­
tre la existencia de un fallo de mercado que tiene un impacto significativo 
en el bienestar social, y proponer una regulación que sea consistente con el 
paradigma teórico y dé lugar a resultados mejores que en el caso de que no 
se intervenga.

3. EL ENFOQUE DE LA COMISIÓN EUROPEA FRENTE 
A LOS SISTEMAS CUATRIPARTITOS: LOS CASOS VISA 
Y MASTERCARD

En las últimas décadas, la Comisión Europea ha utilizado gran parte de 
los recursos del servicio legal y del Chief Economist de la Dirección 
General de la Competencia para investigar en detalle si las tasas de inter­
cambio multilaterales y otros aspectos relacionados con los sistemas de 
medios de pago cumplen la normativa comunitaria en materia de defensa de 
la competencia. Este esfuerzo adquiere sentido cuando se tiene en cuenta 
que en el conjunto de los países de la Unión Europea y del Espacio 
Económico Europeo existen más de 500 millones de tarjetas de pago que 
realizan más 13.000 millones de transacciones con un valor aproximado 
superior al billón de dólares americanos. La tasa de descuento se ha con­
vertido en un coste estructural para el comerciante, coste que ha ido adqui­
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riendo importancia en los últimos años con el incremento de las compras 
con tarjeta, a pesar de que, en líneas generales, se haya reducido paulatina­
mente la tasa aplicada en cada transacción. En adelante se analiza el enfo­
que utilizado por la Comisión a la hora de aplicar la normativa europea de 
derecho de la competencia a los acuerdos alcanzados en el seno de los dos 
únicos sistemas de medios de pago que operan actualmente en toda la 
Unión Europea, éstas son: VISA y MasterCard.

Hay que destacar la importancia que tiene el desarrollo de estas inves­
tigaciones en la situación actual en que se está dando un fuerte impulso a la 
integración de los mercados financieros de la Unión Europea, mediante un 
bloque de Directivas que actualmente se encuentran pendientes de ser trans­
puestas por las respectivas legislaciones nacionales de los Estados miem­
bros. En particular, tiene especial relevancia para los sistemas de medios de 
pago el Area Unica de Pagos para el Euro o SEPA (acrónimo en inglés), 
que será la zona en la que ciudadanos, empresas y otros agentes económi­
cos podrán hacer y recibir pagos en euros, dentro de Europa, con las mis­
mas condiciones básicas, derechos y obligaciones, y ello con independen­
cia de su ubicación y de que esos pagos hayan requerido, o no, procesos 
transfronterizos. Las decisiones que tome la Comisión respecto a los siste­
mas de medios de pago guiarán tanto a VISA y MasterCard como a nuevos 
sistemas de medios de pago en el desarrollo de sus esquemas de negocio en 
este nuevo contexto de mercado.

A . A n t e c e d e n t e s

Las investigaciones llevadas a cabo en los últimos años respecto a los 
sistemas de pago cuatripartitos, tienen origen en las demandas que planteó, 
en 1992, la patronal británica de empresas minoristas, British Retail 
Consortium (en adelante, BRC) frente a VISA y MasterCard. Estos dos sis­
temas representan aproximadamente, en conjunto, más del 50 por 100 de la 
cuota de mercado de las tarjetas de pago si atendemos al valor de las trans­
acciones que se realizan con tarjeta en un punto de venta, pero quizá es más 
significativo que sean aún los dos únicos sistemas de pago cuatripartitos 
que operan en la actualidad a nivel europeo, a menos de dos años de la 
puesta en marcha del SEPA.

En particular, la denuncia de BRC se centraba sobre las denominadas 
tasas multilaterales de intercambio transfronterizas (en adelante, TMIs), 
que son las comisiones que cobran los bancos emisores a los adquirentes 
por cada transacción que utiliza una tarjeta bancaria de ambas marcas, 
cuando el banco emisor y adquirente radican en Estados miembros distin­
tos6. BRC sostenía que estas TMIs suponían un acuerdo restrictivo de la

6 A pesar de que en la mayoría de los países es así, la tasa de intercambio no tiene por qué ir 
siempre en esta dirección. En Australia, por ejemplo, la tasa de descuento la paga el banco emisor al 
banco adquirente.
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competencia entre los bancos miembros de VISA y M asterCard. En 1999 
BRC retira su denuncia a la luz de una nueva denuncia presentada por la 
patronal europea EuroCom merce, la cual defiende los intereses de empre­
sas mayoristas y minoristas en la Unión Europea.

Cabe destacar que en ningún momento se ponen en cuestión las TMIs 
que se aplican entre bancos de un mismo Estado miembro, ya que se con­
sidera com petencia de las Autoridades Nacionales de la Com petencia (en 
adelante, ANC). Las cuestiones objeto de análisis por la Comisión Europea 
son, en prim er lugar, las tasas de intercam bio transfronterizas multilatera­
les que se aplican por defecto tanto en VISA como en M asterCard, y por 
otro lado, cláusulas contractuales como la denom inada Honor All Cards 
Rule, por la cual el comerciante tiene la obligación de aceptar todas las tar­
jetas de pago de las licencias con las que opere el banco adquiriente, o la 
norma de no discriminación, o No Discrimination Rule, que prohíbe a los 
establecimientos comerciales aplicar recargos a las compras que se realizan 
con tarjeta.

Este trabajo se centra en el planteamiento de las autoridades de compe­
tencia frente a las TMIs. No obstante, cabe m encionar que la Comisión, en 
su Decisión de 7 de agosto de 2001 sobre el caso COM P/D 1/29.373, adop­
ta una posición favorable con respecto a estas disposiciones del sistema de 
tarjetas de pago de VISA, en particular, la norma de no discriminación, las 
normas modificadas en materia de servicios transfronterizos o la norma 
Honor A ll Cards Rule. Parte de estas conclusiones se basan en los resulta­
dos de los estudios de mercado llevados a cabo en Suecia y en los Países 
Bajos, donde se suprimió la regla de no discriminación tras la intervención 
de las autoridades nacionales de competencia.

B. E l  c a s o  VISA

Después de la Decisión VISA I m encionada en el párrafo anterior, la 
Comisión se pronunció sobre las TM Is de VISA en la Decisión de 24 de 
ju lio  de 2002, caso COM P/D!/29.373. En particular, tras una modificación 
del esquema presentado por VISA, la Com isión decide exim ir hasta el 31 
de diciembre de 2007 a ésta de la aplicación del art. 81 del Tratado de la 
Unión Europea. La línea argumental de la Com isión es la siguiente:

a) Infracción del art. 81.1

En su D ecisión7, la Com isión desarbola los argumentos de VISA para 
term inar afirmando que la TM I del sistem a VISA restringe la competencia

7 Decisión de la Comisión de 24 de julio de 2002 sobre el caso COMP/D 1/29.373, OJ L293, 
10 de noviembre de 2001, p. 24.



PERSPECTIVA DE LA POLITICA DE LA COMPETENCIA RESPECTO.. 221

en el sentido del apartado 1 del art. 81 del Tratado CE y del art. 53 del 
Acuerdo EEE, al limitar sustancialmente la libertad de los bancos de deter­
minar individualmente sus políticas de precios y tener un efecto restrictivo 
de la competencia entre adquirentes y emisores de VISA.

Para ello, la Comisión considera en primer lugar que la TMI en el sis­
tema VISA no queda «por su propia naturaleza» fuera del ámbito de apli­
cación del apartado 1 del art. 81 del Tratado CE y el apartado 1 del art. 53 
del Acuerdo EEE, ni que debe considerarse una restricción accesoria. 
Aunque acepta, al menos en lo que respecta a los bancos medianos y peque­
ños miembros de VISA, que la cooperación les permite prestar un servicio 
que no podrían prestar individualmente y, por tanto, en su caso se podrían 
tener en cuenta las directrices de la Comisión sobre la cooperación hori­
zontal para excluir el acuerdo del ámbito de aplicación del art. 81; sin 
embargo, resalta que los miembros del grupo VISA y los bancos más gran­
des del sistema VISA sí son capaces de ofrecer un sistema de tarjeta de 
pago por sí solos.

Por otro lado, la Comisión no acepta el argumento de que la TMI es una 
transferencia de costes entre empresas que cooperan para proporcionar un 
servicio conjunto en una red caracterizada por factores externos y deman­
da conjunta. Aunque acepte que un sistema de pago cuatripartito se carac­
teriza por la existencia de externalidades y de una demanda interdepen- 
diente de comerciantes y titulares de tarjetas, no admite que haya 
suministro conjunto de un único producto. Los emisores y los adquirentes 
de tarjetas VISA ofrecen un servicio distinto a un cliente distinto y la emi­
sión y la adquisición son, en lo fundamental, actividades diferentes que 
implican especializaciones y costes distintos. Así pues, la TMI no puede ser 
considerada un intercambio de costes entre socios en una empresa en par­
ticipación de producción.

Se trata más bien, según la Comisión, de un acuerdo entre competido­
res que limita sustancialmente la libertad de los bancos de determinar indi­
vidualmente sus políticas de precios y falsea las condiciones de competen­
cia en los mercados de la emisión de tarjetas VISA y de la adhesión a las 
mismas. Todos los bancos de VISA emiten tarjetas VISA y son pues com­
petidores en el mercado de la emisión de tarjetas VISA. Algunos bancos de 
VISA son también adquirentes, y compiten entre sí en el mercado de adqui­
sición de VISA. Es probable que el acuerdo sobre una TMI colectiva entre 
los bancos participantes surta un efecto sobre la competencia de precios en 
los ámbitos de la adhesión y la emisión, ya que el acuerdo sobre la TMI 
fijará una parte considerable de los respectivos costes e ingresos finales de 
las partes en relación con los ingresos.

La TMI, por otra parte, produce el efecto de falsear el comportamiento 
de los bancos adquirentes respecto a sus clientes en el comercio minorista, 
porque crea un importante elemento de coste (según Eurocommerce, apro­
ximadamente el 80 por 100 de la comisión comercial) que puede suponer 
un nivel mínimo para las tasas cobradas a los comerciantes adheridos, pues-
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to que de otro modo el banco adquirente registraría una pérdida en su acti­
vidad de adquisición.

No obstante, la Comisión no acepta que el acuerdo sobre la TM I cons­
tituya una restricción por su objeto, ya que una TM I en un sistema cuatri- 
partito de pago como el de VISA tiene por objetivo incrementar la estabili­
dad y eficiencia del funcionamiento del mismo e, indirectamente, fortalecer 
la competencia entre los sistemas de pago al permitir que los sistemas cua- 
tripartitos compitan más eficazmente con los tripartitos.

b) El sistema de TMI modificado

El 27 de junio de 2001, el Comité ejecutivo del Consejo de Admi­
nistración de VISA UE aprueba una propuesta de modificación del sistema 
de TMI que presenta a la Comisión con el objeto de obtener una exención. 
La propuesta final, que posteriormente es clarificada y modificada ligera­
mente a raíz de los comentarios formulados por la Comisión y por terceras 
partes, cumple con las cuatro condiciones cumulativas del apartado 3 del 
art. 81 del Tratado de la UE. Esto es debido a tres cambios fundamentales 
respecto al sistema anterior: la disminución del nivel de las TMI, la deter­
minación de las TMI desde factores objetivos, y la dotación de mayor trans­
parencia a las negociaciones entre adquirentes y comerciantes.

i) Disminución del nivel

Según el sistema modificado, VISA se compromete a reducir el nivel 
global de la TMI transfronteriza aplicable a los pagos con tarjeta particular 
en la Unión Europea mediante la introducción de una TMI fija por transac­
ción para las tarjetas de débito. Asimismo, VISA procede a una reducción 
paulatina del nivel de las TMI ad valores por transacción aplicables a deter­
minados tipos de tarjetas de crédito y de débito diferido.

Por lo que respecta a las tarjetas de débito, VISA introduce unas TMI 
transfronterizas fijas antes de finales de 2002. VISA se com prom ete a que 
la media ponderada de los distintos niveles de TM I (ponderada por el 
volumen de transacciones de cada categoría) no será superior a 0,28 euros. 
Esta tasa se mantendría durante cinco años, pudiendo ajustarse única­
mente en caso de cambio importante de los costes del em isor contem pla­
dos en el estudio de costes que se describe más adelante. Esto supone, 
según VISA, una reducción de más del 50 por 100 para una transacción 
media con tarjeta de débito directo en comparación con la actual TM I apli­
cada a las tarjetas de débito.

Las TMI aplicables a las transacciones transfronterizas con tarjetas de 
crédito y de débito diferido se reducen durante un periodo de cinco años. 
Estas reducciones desembocarían, según la estimación de VISA correspon­
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diente a los probables volúmenes de transacciones realizadas en esa fecha 
para las distintas categorías de transacciones a los que se aplican diferentes 
niveles de TMI, en una TMI media ponderada del 0,7 por 100 en 2007.

ii) Objetividad

Con arreglo al sistema modificado, VISA propone tres categorías de 
costes de los emisores correspondientes a la prestación de los servicios 
de pago con VISA, como criterio objetivo para llevar a cabo la evaluación 
de las TMI transfronterizas que actualmente abonan los adquirentes a los 
emisores en concepto de transacciones en los puntos de venta. Las tres cate­
gorías de costes son: 1) el coste del procesamiento de las transacciones,
2) el coste de la cobertura financiera gratuita para los titulares de las tarje­
tas, y 3) el coste que supone ofrecer la «garantía de pago». Un estudio de 
costes en el que desglosan los datos en función de las cifras correspon­
dientes a las tarjetas de débito inmediato y las correspondientes a las tarje­
tas de débito diferido y de crédito, cuantifican los elementos de coste inclui­
dos dentro de cada una de estas tres categorías de costes.

VISA se encarga de la realización del estudio de costes que tiene que 
ser objeto de una auditoría realizada por una empresa independiente de 
auditores. Los datos utilizados en la preparación del estudio de costes se 
basarán en una muestra representativa de los bancos miembros de VISA, 
situados dentro del Espacio Económico Europeo. Posteriormente se 
aportan periódicamente nuevos estudios, cuyas copias se presentan a la 
Comisión.

Con arreglo al sistema modificado, el nivel efectivo de las TMI no pue­
de superar la suma de las tres categorías de costes, excepto en circunstan­
cias especiales, como, por ejemplo, para desalentar todo comportamiento 
que pueda obstaculizar el progreso técnico, y previa consulta a la Comisión. 
Por debajo de este nivel, VISA podrá fijar el nivel de la TMI que considere 
adecuado desde el punto de vista comercial. De este modo, el nivel resul­
tante del estudio de costes constituye el tope máximo de las TMI aplicadas 
al pago con tarjeta privada de débito por una parte y con tarjeta de débito 
aplazado y de crédito por otra, independientemente de las reducciones con­
cretas acordadas por VISA.

iii) Transparencia

Para dotar de mayor transparencia a la negociación sobre las tasas de 
descuento entre comerciantes y bancos adquirentes, VISA propone modifi­
car sus reglamentaciones regionales de la Unión Europea para permitir que 
los bancos revelen a los comerciantes, cuando éstos lo soliciten, tanto el 
nivel de las vigentes TMI transfronterizas de VISA en la Unión Europea
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como los porcentajes relativos de las tres categorías de costes. Esto incluye 
la obligación de comunicar a los comerciantes que pueden solicitar a sus 
bancos esta información.

c) Las cuatro condiciones del apartado 3

Como se ha mencionado en los apartados anteriores, la Comisión exi­
me al sistema de TMI modificado de la aplicación del art. 81 del tratado de 
la UE hasta el 31 de diciembre de 2007, al considerar que este nuevo siste­
ma cumple con las cuatro condiciones cumulativas del apartado 3 del men­
cionado artículo. En adelante, se exponen brevemente los argumentos uti­
lizados por la Comisión para llegar a esta conclusión.

Respecto a la primera condición, la Comisión no duda de que la exis­
tencia de sistemas de pago como el de VISA representa un considerable 
progreso económico y técnico, sino de si el propio acuerdo sobre la TMI, 
según la propuesta de modificación, contribuye específicamente a ese pro­
greso. Como esta cuestión está íntimamente ligada a la de los beneficios 
para los consumidores, la Comisión toma juntas la primera y la segunda 
condiciones.

La red de VISA, al igual que cualquier red que se caracterice por sus 
extemalidades, ofrecerá más funciones a cada tipo de usuario cuanto mayor 
sea el número de usuarios del otro tipo: cuantos más establecimientos 
comerciales en el sistema, más serán las funciones para los titulares, y vice­
versa. Se alcanzará el número máximo de usuarios del sistema cuando el 
coste para cada categoría de usuario sea tan equivalente como sea posible a 
la utilidad marginal media del sistema para dicha categoría de usuario. La 
Comisión admite que esto no tiene por qué lograrse simplemente mediante 
el cobro de cada banco a sus propios clientes, ya que una de las caracterís­
ticas de un sistema de pago cuatripartito estriba en que el banco emisor 
presta servicios concretos en beneficio del comerciante a través del banco 
adquirente. Habida cuenta de que es sumamente difícil medir con precisión 
la utilidad marginal media de un pago con tarjeta VISA para cada catego­
ría de usuario, debe hallarse algún sustitutivo aceptable.

Para ello, en su propuesta de TM I modificada, VISA define tres cate­
gorías principales de costes que sirven como «parámetro objetivo» del nivel 
de los costes correspondientes a la prestación de los servicios de pago con 
VISA y que constituyen un «parámetro objetivo» para la evaluación de las 
TMIs transfronterizas de VISA abonadas por los adquirentes a los emiso­
res al realizar transacciones en los terminales de punto de venta. Estas tres 
categorías de costes son: a) el coste del procesamiento de las transaccio­
nes; b) el coste que supone ofrecer la «garantía de pago», y c) el coste del 
periodo de cobertura financiera gratuita para los titulares de las tarjetas.

La Comisión considera que no existen motivos para impugnar la perti­
nencia de estas tres categorías de costes y admite la opinión de VISA según
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la cual puede decirse que las tres son, al menos parcialmente, beneficiosas 
para el comerciante en la medida en que no podrá superar el coste de los 
servicios que los bancos emisores prestan total o parcialmente en beneficio 
de los comerciantes.

Respecto a la argumentación sobre el cumplimiento de la tercera condi­
ción cumulativa, la Comisión destaca que la indispensabilidad no se refiere 
a la existencia del sistema VISA sino a la consecución de los beneficios 
referidos en el apartado 3 del art. 81, es decir, la red de externalidades posi­
tivas. La Comisión observa a este respecto que la TMI modificada de VISA 
se basa en criterios objetivos (costes) y transparentes (en el sentido de que 
se revelará su nivel a los comerciantes que los soliciten). La Comisión acep­
ta que esta TMI pueda considerarse indispensable, ya que no se ha demos­
trado que, en el contexto de un sistema internacional de tarjeta de pago con 
miles de miembros, exista una solución financiera alternativa distinta de la 
TMI modificada que sea tanto factible como menos restrictiva de la com­
petencia y que al mismo tiempo contribuya al progreso técnico y económi­
co antes citado al hablar de la primera condición del apartado 3 del art. 81. 
A pesar de que, teóricamente, se pueden concluir acuerdos bilaterales sobre 
el nivel de una tasa de intercambio, es probable que una tasa multilateral de 
intercambio produzca incrementos de eficacia en el sistema internacional de 
pago de VISA debido a los menores costes de negociación y transacción8.

A este respecto, la Comisión tiene en cuenta que no se haya demostra­
do que existan ejemplos de sistema internacional de tarjeta de crédito o de 
débito diferido que funcione sin TMI. Aunque Eurocommerce denuncia que 
existen sistemas nacionales de pago que presentan similitudes con el siste­
ma Visa y no operan con TMIs, la Comisión resalta que estos sistemas pre­
sentan también diferencias, lo que impide cualquier comparación ú til9. 
Estos sistemas o bien conciernen a menos bancos que el sistema VISA, o 
tienen vínculos directos entre los bancos emisores y los comerciantes, o tie­
nen una TMI establecida en un nivel cero, o cuentan con un sistema de 
autorización en línea, lo cual reduce considerablemente el fraude.

La Comisión considera que, a pesar de que, teóricamente, se pueden 
concluir acuerdos bilaterales sobre el nivel de una tasa de intercambio, es 
probable que una TMI produzca incrementos de eficacia en el sistema inter­
nacional de pago de VISA debido a los menores costes de negociación y 
tran sacc ió n C o n  más de 5.000 bancos en la región UE de VISA, es pro­
bable que debido a los costes de negociación y transacción las tasas de

* La Comisión considera asimismo que esta conclusión no es necesariamente válida en un con­
texto nacional, donde el número de bancos puede ser mucho menor y los aumentos de eficiencia de 
un arreglo multilateral respecto a acuerdos bilaterales pueden no sobrepasar la desventaja de la crea­
ción de una restricción de la competencia.

9 En particular, la Decisión de la Comisión hace referencia al sistema alemán ec-Karte, al siste­
ma australiano EFTPOS y al sistema canadiense Interac.

10 Esta conclusión no es necesariamente válida en un contexto nacional, donde el número de ban­
cos puede ser mucho menor y los aumentos de eficiencia de un arreglo multilateral respecto a acuerdos 
bilaterales pueden no sobrepasar la desventaja de la creación de una restricción de la competencia.
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intercambio bilaterales, aun siendo técnicamente posibles, darían lugar a 
unas tasas mayores y menos transparentes. A su vez, es probable que esto 
dé lugar a unas comisiones comerciales más altas. Por este motivo, es nece­
saria una TMI mínima por defecto para los casos en que dos bancos no han 
conseguido o no han intentado llegar a un acuerdo bilateral. Al no existir un 
acuerdo sobre intercambio, los bancos emisores tendrían que absorber los 
costes de estos servicios o cargarlos directamente, en todo o en parte, al 
titular. Es probable que si absorbieran los costes éstos fueran recuperados 
mediante tasas más altas sobre servicios no relacionados (subvenciones 
cruzadas). Si se cargasen los costes de estos servicios al titular (en forma de 
incremento de las tarifas anuales de las tarjetas VISA o de tasas correspon­
dientes a las transacciones) podría considerarse una alternativa mucho 
menos restrictiva que la TMI, ya que sería cada banco, y no un acuerdo 
multilateral, el que determinaría unilateralmente las tasas aplicadas a los 
titulares. Sin embargo, el cobrar estos costes a los titulares podría desesta­
bilizar el sistema VISA, ya que ciertos titulares podrían usar menos su tar­
jeta VISA al considerar en ese caso que el precio es excesivo dado que 
incluye el coste de servicios que no se prestan íntegramente a ellos sino más 
bien a los comerciantes. Esta reducción del uso de tarjetas VISA haría que 
la tarjeta fuese menos interesante para los comerciantes, desencadenando 
así una espiral descendente en la dimensión del sistema VISA.

Por último, respecto a la cuarta condición, la Comisión considera que la 
TMI no elimina la competencia entre emisores, que tienen libertad para 
fijar las tasas de sus respectivos clientes. Además, aunque de hecho fija un 
nivel mínimo para las comisiones comerciales, tampoco elimina la compe­
tencia entre adquirentes ya que los bancos adquirentes tienen libertad para 
fijar las citadas comisiones y todavía pueden competir respecto a los otros 
componentes de la comisión comercial distintos de la TMI. Tampoco eli­
mina la competencia entre VISA y sus competidores, en especial Master­
Card. En este sentido, la Comisión afirma que carece de prueba alguna de 
la existencia de una concertación entre VISA y MasterCard.

C . E l  c a s o  M a s t e r C a r d

En la Decisión sobre el caso MasterCard, la Comisión concluye que las 
TMIs de MasterCard para las transacciones transfronterizas con tarjetas de 
débito y de crédito al consumo de las marcas M asterCard y Maestro en el 
Espacio Económico Europeo violan las normas del Tratado CE en materia 
de prácticas comerciales restrictivas al inflar el coste de la aceptación de la 
tarjeta por parte de los minoristas sin lograr eficiencias contrastadas. En el 
comunicado de prensa se hace referencia a la caducidad de la exención del 
sistema VISA y la necesidad de que éste cumpla con las normas de compe­
tencia de la Unión Europea, hecho que refleja la evolución de la visión de 
la Comisión respecto a las TMIs y sus efectos restrictivos. En adelante, se 
hace una breve exposición del análisis de la Comisión.
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a) Infracción del art. 81

Al igual que en el caso VISA, la Comisión concluye en su Decicisión 
sobre el caso MasterCard que esta entidad opera como una asociación de 
empresas sujeta a la aplicación del art. 81 del Tratado de la Unión Europea. 
En este caso, la complejidad surge con la apertura a bolsa de parte de su 
capital el 25 de mayo de 2006, dado que MasterCard argumenta que a par­
tir de entonces deja de ser una asociación de empresas para pasar a ser con­
siderada como una empresa independiente cuya finalidad es aumentar el 
valor de las acciones de sus propietarios.

Sin embargo, la Comisión hace referencia a una definición amplia de 
asociación de empresas establecida por la jurisprudencia europea al res­
pecto, que intenta evitar que las empresas asociadas evadan la normativa de 
Derecho de la competencia tranformando la naturaleza del medio a través 
del cual coordinan sus acciones. En este sentido, la Comisión observa una 
serie de similitudes entre la organización de MasterCard, antes y después de 
mayo de 2006, que le permiten determinar que esta entidad era y sigue sien­
do una asociación de empresas. Entre estas similitudes cabe destacar que 
los propietarios de la empresa siguen siendo entidades financieras, que se 
mantienen las mismas reglas para obtener la licencia MasterCard, que la 
toma de decisiones es prácticamente similar y que el concepto de miembro 
se mantiene inamovible. En definitiva, la Comisión muestra que la perso­
nalidad legal de la empresa no es un factor relevante a la hora de determi­
nar si existe o no una asociación de empresas.

En segundo lugar, la Comisión desarbola la argumentación de Mas­
terCard para concluir que las TMIs son una expresión de la voluntad de los 
miembros de la asociación de coordinar sus acciones entre sí, incluso des­
pués de que MasterCard saliera a bolsa y comenzase a «imponer» sus tasas 
a los bancos miembros en lo que según MasterCard es una relación provee­
dor-cliente.

b) Las cuatro condiciones del apartado 3

Al contrario de lo que sucede en el caso VISA tras la presentación de las 
TMIs modificadas, en el caso MasterCard las TMIs no cumplen las cuatro 
condiciones cumulativas del apartado 3 del art. 81 del Tratado de la Unión 
Europea. La argumentación de la Comisión muestra una mayor experiencia 
en este sector, siendo bastante probable que éste sea el enfoque que segui­
rá en las investigaciones que han comenzado a llevarse a cabo respecto a las 
TMIs de VISA, una vez que la exención ha expirado.

Ya con la primera condición cumulativa, que exige que el acuerdo con­
tribuya a mejorar la producción o la distribución de los productos o a 
fomentar el progreso técnico o económico, la Comisión hace recaer la car­
ga de la prueba sobre MasterCard, que debe demostrar que la hipótesis de
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que el acuerdo, a pesar de que sea restrictivo, genera beneficios objetivos 
apoyada en evidencia empírica robusta. La Comisión, a pesar de saber que 
la teoría económica no puede determinar cuál es la tasa de intercambio, no 
considera que la carga de la prueba sea excesiva. Para ello se basa en esta­
dísticas sobre el grado de penetración de las tarjetas bancarias en la pobla­
ción de los distintos Estados miembros, mostrando que en cuatro de los sie­
te Estados miembros con mayor grado de penetración, los sistemas de 
medios de pago operan sin TMIs “ . L a  Comisión sostiene que a tenor del 
funcionamiento de estos esquemas, MasterCard tiene que demostrar con 
abundante evidencia los efectos que produce las TMIs sobre el volumen de 
ventas que se realiza en su sistema, si se considera a las TMIs como la pie­
za clave que permite que el sistema funcione de forma eficiente. Al no 
poderse demostrar esta línea de causalidad entre las TMIs y las eficiencias 
objetivas que produce el sistema, la Comisión concluye que el acuerdo no 
cumple la primera condición del apartado 3 del art. 81 del Tratado de la 
Unión Europea.

La línea de argumentación respecto a la segunda condición es similar a 
la primera condición. En este caso, la Comisión considera que MasterCard 
tiene que demostrar, apoyado en abundante evidencia, que las ganancias en 
eficiencia compensan los efectos restrictivos que se producen por el lado 
del adquirente y el comerciante. Aunque los comerciantes se beneficien de 
las externalidades positivas que produce el lado del emisor por existir una 
TMI, esto no quiere decir que este beneficio compense el coste que supone 
tener que abonar la TMI mediante el pago de la tasa de descuento al banco 
adquirente. Es más, a tenor del análisis de cómo MasterCard determina el 
límite máximo de las TMIs, la Comisión sostiene que no queda probado el 
beneficio que le supone al comerciante el coste del periodo de cobertura 
financiera gratuita para los titulares de las tarjetas, alejándose de la 
Decisión del caso VISA en donde considera este coste como un servicio 
que los bancos emisores prestan total o parcialmente en beneficio de los 
comerciantes.

Respecto a la tercera condición cumulativa, que obliga a que la restric­
ción sea indispensable para alcanzar estos beneficios objetivos, la Comisión 
vuelve a hacer hincapié en la evidencia existente respecto a otros sistemas 
de pago que operan, a nivel estatal, en algunos Estados miembros sin TMIs. 
En particular, incide de nuevo en que el uso de tarjetas bancaria per cápita 
es especialmente elevado en aquellos Estados miembros que tienen estos 
sistemas.

Una vez demostrado el incumplimiento de las tres primeras condicio­
nes, la Comisión no demuestra si el acuerdo cumple la cuarta condición, 
que hace referencia a la eliminación de la competencia. El acuerdo de fija­
ción de las TMIs restringe la competencia al tener como efecto el estable­
cimiento de un precio suelo que los comerciantes se ven obligados a pagar

11 La Comisión se refiere a Finlandia, Dinamarca, Países Bajos y Luxemburgo.
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si quieren aceptar tarjetas bancadas. Por ello se impone a MasterCard el 
cese de la aplicación de estas TMIs y la modificación de las reglas por las 
que éstas son determinadas en seis meses tras la publicación de la notifica­
ción.

4. EL ENFOQUE DE LAS AUTORIDADES NACIONALES 
DE LA COMPETENCIA

En adelante, se hace una breve exposición de las líneas de actuación 
más recientes de las autoridades de competencia británica y española en 
casos relacionados con los sistemas de medios de pago.

A . L a  O f f i c e  o f  Fa i r  T r a d i n g

Han discurrido ya más de ocho años desde que la autoridad británica de 
competencia, la OFT, iniciase su investigación sobre las tasas de intercam­
bio. El 1 de marzo de 2000, el día en que la Competition Act entró en vigor, 
MasterCard notificó a la OFT un conjunto de acuerdos incluyendo el acuer­
do sobre las TIM del MasterCard UK Members Forum Limited (MMF). 
Seis meses después, el BRC demandó a MasterCard ante la OFT por este 
esquema de TIM. Estas tasas son aplicadas por defecto siempre que los 
miembros de MasterCard no hubieran negociado previamente la aplicación 
de unas tasas de intercambio bilaterales. Sin embargo, entre el 1 de marzo 
de 2000 y el 18 de noviembre de 2004 las tasas de intercambio bilaterales 
eran prácticamente inexistentes entre las entidades financieras miembros de 
MasterCard en Reino Unido, aplicándose en consecuencia las TIM.

El planteamiento de la OFT respecto al cumplimiento o no de las TIM 
del MMF del art. 81 del TUE y del capítulo I de la Competition Act se ha 
basado en dos cuestiones vitales: ¿Produce el acuerdo sobre las TIMs una 
restricción apreciable de la competencia? Y, en ese caso, ¿cumple el acuer­
do las condiciones cumulativas del párrafo 3 del art. 81 del TUE, de modo 
que se pueda considerar como una excepción de la prohibición de 
todo acuerdo entre competidores?

Respecto a la primera pregunta, la OFT concluye, en su Decisión de 
septiembre de 2005, que el acuerdo de las TIMs por defecto del MMF crea­
ba una restricción significativa de la competencia por dos vías. En primer 
lugar, porque la existencia de las TIMs producía poca o ninguna compe­
tencia sobre las tasas de intercambio, actuando como suelo de las tasas de 
descuento que aplican los bancos adquirentes sobre los consumidores ya 
que, como se ha mencionado anteriormente, para que los adquirientes 
obtengan beneficios de los servicios que prestan a los comerciantes, tienen 
que recuperar el coste de la tasa de intercambio que abonan a los bancos 
emisores. En segundo lugar, a través de las TIMs los bancos emisores recu­
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peran costes de servicios que no son inherentes al sistema de medios de 
pago, como son, por ejemplo, los costes de aplicar un interés cero al tene­
dor de la tarjeta MasterCard cuando éste compra a crédito. La OFT se refie­
re a estos costes en su Decisión como costes «ajenos» que podrían ser recu­
perados por otras vías aparte de las TIMs. La inclusión de estos costes 
«ajenos» incrementa el precio base de las tasas de descuento que aplican los 
adquirientes a los comerciantes que, a su vez, generalmente trasladan al 
precio de los productos que ofrecen, de forma que al final son los consu­
midores quienes hacen frente a este coste que se aplica por cada transacción 
pagada mediante una tarjeta MasterCard, independientemente de si el con­
sumidor paga con esta tarjeta o con cualquier otro medio de pago. Dicho de 
otra forma, el efecto de unas TIMs más elevadas por la recuperación a tra­
vés de esta vía de costes «ajenos», genera una especie de impuesto sobre los 
comerciantes que trasladan a los consumidores mediante un incremento de 
los precios de sus productos.

La recuperación de estos costes «ajenos» a través de las TIMs genera un 
incentivo para los bancos emisores para crear un esquema que fomente el 
uso de las tarjetas de crédito, subvencionando la emisión de tarjetas y su 
uso con, por ejemplo, programas de fidelidad o descuentos sobre el valor de 
las compras, en detrimento de otros medios de pago como son las tarjetas 
de débito o el dinero en efectivo. Asimismo, este esquema distorsiona la 
competencia entre MasterCard y otros sistemas de medios de pago que no 
tienen la misma estructura de negocios.

En la Decisión se hace además referencia a la restricción que produce 
el acuerdo sobre la competencia entre bancos emisores. Por una parte, en el 
caso de que los costes «ajenos» se recuperasen mediante los tenedores de 
tarjetas de crédito, es probable que estas entidades compitiesen más entre sí 
en relación con los precios que apliquen a sus clientes por poseer una tar­
jeta de crédito. Por otra parte, la subvención de las tarjetas de crédito y de 
su uso fomenta el uso de este tipo de tarjetas de pago en vez de otros medios 
de pago.

Respecto a la pregunta de si el acuerdo sobre las TIMs del MMF cum­
ple o no el párrafo 3 del art. 81,1a OFT reconoce que un acuerdo colectivo 
que establece las TIMs puede producir beneficios para el consumidor. En 
primer lugar, los sistemas de pago con tarjeta como el de MasterCard pro­
veen a los consumidores de un útil medio de pago. Un aspecto clave es que 
los consumidores saben que una tarjeta MasterCard dispone de una amplia 
aceptación en los comercios, aunque cabe mencionar que también supone 
que los comerciantes no pueden seleccionar las tarjetas que aceptan por la 
existencia la clausula Honor Alt Cards Rule. En el caso de que no existiese 
un acuerdo colectivo, un banco emisor o adquiriente que se integrase en 
MasterCard tendría que negociar las tasas de intercambio bilateralmente, 
incrementando de este modo los costes de transacción de la negociación.

No obstante, la OFT condiciona, para que las TIMs produzcan benefi­
cios para el consumidor, a que el valor de las TIMs sea apropiado, estable­
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ciendo como valor máximo los costes del proceso de pago en que incurren 
los bancos emisores. Por tanto, la Decisión concluye que, como las TIMs 
permiten recuperar costes «ajenos» al proceso de pago, no tienen un valor 
apropiado y, en consecuencia, no satisfacen las condiciones cumulativas 
que permitiesen considerar el acuerdo como una excepción a la aplicación 
del art. 81 del Tratado de la Unión Europea. Es decir, dado que las TIMs 
permiten recuperar costes «ajenos», su valor es superior al que se pudiera 
alcanzar si no existiera el acuerdo colectivo del MMF, creando una situa­
ción en donde los consumidores no participan de forma equitativa de las 
ventajas que implican las TIMs al cobrar un precio excesivo a los comer­
ciantes y trasladar estos costes a los precios de los productos que adquieren 
los consumidores. La OFT destaca asimismo que, al ser poco frecuente que 
los comerciantes establezcan un recargo a aquellas transacciones que impli­
can la utilización de una tarjeta de crédito, la traslación del coste de las 
TIMs recae sobre todos los consumidores, de modo que los consumidores 
que no utilizan estas tarjetas subvencionan los beneficios que obtienen los 
tenedores de tarjetas, resaltando que esto afecta, en particular, a los consu­
midores de renta y los que han tenido problemas en el pasado con la devo­
lución de sus créditos.

A partir de este planteamiento, la OFT concluye que el acuerdo sobre 
las TIMs del MMF infringe el art. 81 del TUE y el capítulo I de la Com- 
petition Act, obligando a MasterCard a poner fin a la infracción, aunque, no 
impone sanciones. Actualmente, la OFT continúa su investigación sobre los 
sistemas de medios de pago intentando mantener el enfoque planteado res­
pecto a la decisión MasterCard de considerar los acuerdos colectivos sobre 
la determinación de las TIMs como una infracción del art. 81, a no ser que 
cumplan las condiciones cumulativas del párrafo 3 del mismo artículo, 
recayendo la carga de la prueba sobre las entidades denunciadas. En este 
sentido, el 20 de junio de 2006 se envía una nota de prensa anunciando 
investigaciones paralelas respecto a las TIMs de MasterCard y Visa y en 
2007 anuncia la ampliación de las investigaciones a las tarjetas de débito.

B. L a  C o m i s i ó n  N a c i o n a l  d e  l a  C o m p e t e n c i a

En España, las principales asociaciones de comerciantes y los tres sis­
temas de pago que actualmente operan en el mercado español, Servired, 
Telebanco y Euro 6000, suscribieron el Acuerdo Marco regulador de la fija­
ción de las tasas de intercambio en transacciones con pago mediante tarje­
tas de crédito o débito que posteriormente fue asumido por el extinto 
Servicio de Defensa de la Competencia como Acuerdo de Terminación 
Convencional.

El objetivo de dicho acuerdo era el establecimiento de nuevos criterios 
de fijación de las TMIs, tanto intrasistema como intersistema, que se apli­
can es ausencia de un acuerdo bilateral entre entidades financieras. Dicho 
acuerdo se basa en los principios de objetividad, transparencia y diferen­
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ciación entre operaciones con tarjeta de crédito y operaciones con tarjeta de 
débito.

El acuerdo entró en vigor el 1 de enero de 2006, y está previsto que ten­
ga una duración de cinco años con la posibilidad de renovarlo por periodos 
sucesivos de dos años. En él se definen los criterios estructurales, las carac­
terísticas cualitativas y los límites cuantitativos de las TMIs intersistema e 
intrasistema de ámbito nacional. Con carácter transitorio hasta el 31 de 
diciembre de 2008, está previsto aplicar unos límites para cada uno de los 
tres años distinguiendo entre tarjeta de débito y de crédito y volumen de 
transacciones del comerciante. A partir de tal fecha, está previsto que las 
TIMs se determinen en base a costes en función de los informes de audito­
ría que deben presentar los sistemas de medios de pago antes del 31 de julio 
de 2008. En el caso de que la Dirección de Investigación de la Comisión 
Nacional de la Competencia determine la inaplicabilidad de las tasas en 
función de los costes, se llevarán a cabo por defecto una serie de reduccio­
nes de las TMIs.

Asimismo, para dotar de mayor transparencia a las negociaciones entre 
bancos adquirentes y comerciantes sobre las tasas de descuento, se ha cons­
tituido el Observatorio de Pagos con Tarjeta Electrónica. El Observatorio es 
un órgano consultivo, asesor, de coordinación y colaboración entre la Admi­
nistración General del Estado y las organizaciones representativas del 
comercio, de las entidades financieras emisoras de tarjetas y de los consu­
midores y usuarios, que tiene como objeto estudiar y analizar los procesos 
y la evolución de los procesos de pago electrónicos.

De acuerdo con el análisis del extinto Servicio de Defensa de la Com­
petencia, el acuerdo cumple las condiciones cumulativas para no aplicar el 
art. 1 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia (anti­
guo art. 1 de la Ley 16/89, de 18 de julio).

En primer lugar, respecto al cumplimiento de la primera y segunda con­
dición cumulativa, se hace referencia a los menores costes de transacción y 
negociación que implica el acuerdo multilateral de fijación de TMIs, argu­
mento utilizado también en la decisión VISA. Asimismo, se menciona la 
mayor eficacia que produce el acuerdo multilateral al fomentar el uso de un 
medio de pago más económico que el pago en efectivo o mediante cheque 
y las externalidades positivas que trae consigo la mayor aceptación por el 
público de este medio de pago. Por otro lado, estos beneficios redundan 
tanto en los titulares de tarjetas de pago como en los comerciantes al garan­
tizarse un tope máximo de la tasa a aplicar que va a ir disminuyendo anual­
mente, asegurarse que el acuerdo no entorpezca la entrada de nuevos ope­
radores y, principalmente y a diferencia del TMIs modificadas presentadas 
por VISA, porque el acuerdo es suscrito por los comerciantes, lo que refle­
ja  que éstos participan de los beneficios del acuerdo. En el caso de los con­
sumidores, a pesar de que no haya asociaciones de consumidores entre los 
firmantes del acuerdo, hay que destacar que éstos participan en el Obser­
vatorio que analiza la evolución de las TMIs.



PERSPECTIVA DE LA POLÍTICA DE LA COMPETENCIA RESPECTO. 233

Respecto a la indispensabilidad de las restricciones, tercera condición 
para no aplicar el art. 1, el extinto SDC considera que las restricciones deri­
vadas de un acuerdo de fijación de las TMIs sólo serán indispensables si no 
incluyen más que determinados costes en determinadas condiciones. La 
transparencia, la diferenciación entre operaciones con tarjeta de débito y 
crédito y la determinación de las TMIs en base a costes a partir de 2009 per­
miten garantizar, según el extinto SDC, esta indispensabilidad.

Por último, el acuerdo cumple con la cuarta condición, porque no eli­
mina la competencia en el mercado mayorista al permitir que los bancos 
alcancen acuerdos bilaterales de determinación de las TMIs. En efecto, las 
TMIs que se adoptan en el acuerdo son de aplicación por defecto, siendo de 
aplicación preferente los acuerdos establecidos unilateral y bilateralmente. 
Por otro lado, cada sistema de medios de pago dispone de plena autonomía 
para evaluar y ajustar la determinación de sus costes, manteniéndose la 
competencia tanto intrasistema como intersistema.

En definitiva, a pesar de que el planteamiento se acerca a las posturas de 
la OFT o de la Comisión en el caso VISA, también es próximo al plantea­
miento del caso MasterCard de la Comisión al garantizarse, con la partici­
pación de los comerciantes en el acuerdo, que éstos participan de los bene­
ficios que otorgan el establecimiento de las TMIs.

5. CONCLUSIÓN

En las últimas décadas, las autoridades de competencia se han encon­
trado con el dilema de evitar que las entidades dispongan de su posición 
dominante en los sistemas de medios de pago para abusar de la rigidez de 
los comerciantes a la hora de aceptar tarjetas de pago con mayor prolifera­
ción entre los consumidores, y que esto no restringa la expansión, favore­
cida por las TMIs, de un medio de pago más eficiente que el pago en efec­
tivo o con cheque. La teoría económ ica no proporciona resultados 
concluyentes sobre cuál debe de ser la tasa de intercambio óptima o si las 
tasas de intercambio determinadas de forma privada se alejan del óptimo 
social. Esto ha dado lugar a planteamientos dispares por parte de las auto­
ridades de competencia, sin que haya un consenso sobre el modo de solu­
cionar este dilema.




